	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado JUAN RAFAEL PERDOMO


El ciudadano JOSÉ IGNACIO AGELVIS VALERO, representado por los abogados Abda Herina Mora Ramírez, Leyvis Zulay Balza Monsalve, Hilda Annette Mora Ramírez y José Ramón Contreras, demandó  por indemnización derivada de accidente de trabajo a la empresa EXPRESOS SAN CRISTÓBAL, C.A., representada por el abogado Miguel Ángel Guillén Rojas, por ante el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, el cual declaró con lugar la demanda.


El Juzgado Superior Tercero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, Bancario y de Protección del Niño y del Adolescente de la misma Circunscripción Judicial, conociendo por apelación de la parte demandada, dictó sentencia definitiva en fecha 28 de abril de 2004, confirmando la decisión apelada, contra cuyo fallo, anunció y formalizó oportunamente, esa parte, recurso de casación. Hubo impugnación, réplica y contrarréplica.


En fecha 17 de enero del año en curso, tomaron posesión de sus cargos los Magistrados designados para la Sala de Casación Social, por la Asamblea Nacional, según Gaceta Oficial del 14 de diciembre de 2004, doctores LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ y CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, en virtud de lo cual esta Sala queda conformada por cinco Magistrados a partir de la fecha arriba indicada.


Concluida la sustanciación del recurso según lo previsto en el Código de Procedimiento Civil, por cuanto para la fecha del fallo no se encontraban en vigencia en la Jurisdicción del Estado Táchira las nuevas disposiciones de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, y cumplidas las formalidades legales, la Sala  pasa a emitir su fallo bajo la ponencia del Magistrado quien con tal carácter lo suscribe, en los términos siguientes:



RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD






-ÚNICO-

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción del ordinal 4° del artículo 243, eiusdem, porque la recurrida incurrió en el vicio de inmotivación respecto de la apreciación del expediente administrativo emanado de la Unidad Estatal de Vigilancia y Tránsito Terrestre N° 51 del Estado Lara, al que otorgó pleno valor probatorio.


La recurrida, alega el formalizante, se limitó a expresar que del informe de la autoridad del tránsito terrestre que conoció del suceso, no se desprende que hubo imprudencia, impericia, inobservancia de leyes o algún otro ilícito por parte del demandante, sino que el accidente se produjo por una gandola indebidamente estacionada a la salida de un túnel, sin responsabilidad de aquél; en lo cual obvió el Sentenciador examinar y considerar el croquis del accidente que forma parte de dicho  informe, en cuanto al rastro de frenada del vehículo conducido por el actor que allí se observa, prueba que fue promovida por la demandada haciendo valer el principio de comunidad de la prueba y con referencia a los alegatos contenidos en el libelo.



La Sala, para decidir, observa:


No expone el formalizante las razones por las cuales el contenido del croquis del accidente y concretamente del “rastro de frenada” que en él se indica, sería relevante a los efectos de la decisión tomada por el Superior, y ello tampoco aparece evidente del mismo, en razón de lo cual, se declara sin lugar la presente denuncia, por falta de fundamentación de la misma. Así se decide.

RECURSO POR INFRACIÓN DE LEY

-I-


Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de  Procedimiento Civil, en concordancia con el 320 eiusdem,  se denuncia la infracción, por falta de aplicación, del artículo 563, literal b), de la Ley Orgánica del Trabajo, que regula el establecimiento de los hechos.


Se alega al respecto lo siguiente:

“Respecto a la prueba en cuestión, el Juez de Alzada decidió así: Referente a las actuaciones consistentes en el expediente administrativo que emanó de la Unidad de Vigilancia y Tránsito Terrestre Nº 51 del Estado Lara, el mismo  nunca fue impugnado y de acuerdo al artículo 1.363 del Código Civil, el a-quo le otorgó pleno valor probatorio ya que no hubo exceso de velocidad por parte del conductor demandante y particularmente porque no se hace referencia alguna que pudiera indicar que tal accidente fuese producto de algún hecho ilícito del demandante.

Como se puede apreciar, hubo falta de aplicación de la norma cuya infracción se denuncia, ya que dicha regla regula el establecimiento de un hecho, como lo fue el accidente producido, y por lo tanto el Juez de alzada debió previo el análisis del croquis demostrativo de la apreciación objetiva del accidente de tránsito, aplicar la excepción a la norma del  artículo 560 de la Ley Orgánica del Trabajo, como  lo es la establecida en el literal b) del artículo 563 de la Ley Orgánica del Trabajo; norma estas (sic) que fue alegada como excepción en el acto de la contestación al fondo de la demanda (folios 80 al 85 del expediente).

El Juez de Alzada, consideró probados los alegatos del demandante, por falta de impugnación de la prueba referida, siendo que la impugnación no se dio por cuanto fue la prueba que la representación de la demandada consignó como fundamental, por lo que no aplico (sic) el dispositivo que aquí se denuncia para la resolución del asunto como es la excepción opuesta, por lo que dicha infracción determinó el dispositivo del fallo, pues de no haberse cometido, no hubiese considerado el demandante ganancioso y no hubiese declarado con lugar la demanda de Cobro de Bolívares por Daño Moral, Indemnización y Lucro Cesante.” 


La Sala, para decidir, observa:


No se trata de una cuestión de indebido establecimiento de los hechos, como indica el formalizante en su denuncia, pues ese literal b) del artículo 563 de la Ley Orgánica del Trabajo no es norma reguladora de los mismos sino prescriptiva de las consecuencias legales de los hechos que hayan quedado establecidos.


El asunto estriba en realidad en determinar si es aplicable en el caso concreto la exoneración de responsabilidad del patrono prevista en el literal b) del artículo 563 de la Ley Orgánica del Trabajo, cuando el accidente se produce en ejecución de las labores asignadas al trabajador, sin que exista algún ilícito de su parte o del empleador, pero causado por una fuerza mayor extraña al trabajo, si no se comprobare la existencia de un riesgo especial, como dice la norma; y si puede incluirse a los efectos de la exoneración el hecho de un tercero, en el caso el conductor de la gandola que, como establece la recurrida que ocurrió conforme a las pruebas de autos y a lo expuesto por las partes, fue el causante del accidente.


Al respecto, aun cuando puede admitirse que en esta materia el hecho imprevisible e irresistible de un tercero debe considerarse incluido  en esa fuerza mayor extraña al trabajo, haciendo abstracción de la diferencia técnica que en materia de responsabilidad civil asume buena parte de la doctrina civilista partiendo del texto del artículo 1.193 del Código Civil que indica como causales distintas el caso fortuito, la fuerza mayor y el hecho del tercero, aprecia la Sala la existencia en el caso particular de un riesgo especial, constituido por la circunstancia de ser la actividad laboral del trabajador demandante la de conductor de un vehículo de transporte público terrestre de pasajeros, con las vicisitudes o contingencias que la misma implica. Riesgo que, conforme al dispositivo citado, descarta la exoneración de la responsabilidad objetiva contemplada en el artículo 560 de la Ley Orgánica del Trabajo. 


Es improcedente, en consecuencia, la presente denuncia, y así se declara.

-II-


Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el 320 eiusdem, se denuncia la infracción, por falta de aplicación, del ordinal 2°, Parágrafo Quinto, del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo.


Se alega al respecto que la norma denunciada exonera de responsabilidad al empleador cuando el accidente sufrido por el trabajador sea debido a una fuerza mayor extraña al trabajo, si no se comprobare la existencia de un riesgo especial; exoneración que debió tener lugar en el caso de autos, por cuanto en el fallo no se hace referencia alguna a que aquél hubiera incurrido en un hecho ilícito.



La Sala, para decidir, observa:


Conforme se expuso en el Capítulo anterior de este fallo, la labor que realiza un empleado contratado para conducir vehículos de transporte público terrestre de pasajeros, como ocurre en el caso, conlleva obviamente las contingencias que implica el hecho de transitar por las vías de circulación urbanas o extraurbanas, de manera que aun cuando el accidente en que resulta perjudicado es ocasionado por un tercero que circula también por esas vías, como determinó la recurrida, se aprecia allí la existencia de un riesgo especial que descarta la eximente de responsabilidad contemplada en el ordinal 2° del Parágrafo Quinto del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, arriba mencionada, en el sentido igualmente referido.

No es procedente en consecuencia la denuncia de violación por falta de aplicación de la citada norma de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, sin perjuicio de que el accidente de autos causante de los daños cuya indemnización se demanda, tal como se produjo de acuerdo con lo establecido por la recurrida, no encaja en los supuestos de hecho contemplados en las disposiciones de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, dada la ausencia de culpa o ilicitud del empleador que ella igualmente establece, en virtud de lo cual, no venía al caso su aplicación. Así se declara. 





CASACIÓN DE OFICIO


En ejercicio de la facultad contemplada en el aparte cuarto del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, para casar el fallo recurrido con base en las infracciones de orden público y constitucionales que ella encontrare, la Sala observa:


 La recurrida condena a la demandada al pago de diez millones de bolívares (Bs. 10.000.000,00) por concepto de daño moral; dos millones ochocientos ochenta mil bolívares (Bs. 2.880.000,00) por concepto de daño material según lo previsto en el artículo 571 de la Ley Orgánica del Trabajo; dieciocho millones de bolívares (Bs. 18.000.000,00) por concepto de la sanción prevista en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo; y cincuenta miilones de bolívares (Bs. 50.000.000,00) por concepto de lucro cesante; todo ello con fundamento en la ocurrencia de un accidente de trabajo sin culpa atribuible al empleado ni al empleador, con aplicación de la responsabilidad objetiva contemplada en el artículo 560 de la Ley Orgánica del Trabajo y en la sanción dispuesta en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo.


En cuanto a esos dispositivos y en el orden en que se los ha señalado se observa que, tal como lo estableció esta Sala de Casación Social en sentencia N° 236 de fecha 16 de marzo de 2004, la responsabilidad objetiva por accidente de trabajo a cargo del empleador y fundamentada en la disposición del artículo 560 de la Ley Orgánica del Trabajo, abarca lo relativo a la indemnización por daño moral, de modo que aparece debidamente aplicada por el Sentenciador en cuanto a lo acordado por ese concepto. En cuanto a la indemnización por daño material prevista en el artículo 571 de la Ley Orgánica del Trabajo, en tanto de supletoria aplicación conforme al artículo 585 eiusdem, corre a cargo del empleador cuando por su hecho u omisión el empleado se encuentre desprovisto de la protección que contempla el Seguro Social Obligatorio, circunstancia ésta que debe entenderse demostrada en el caso de autos, puesto que la afirmación al respecto contenida en el libelo no fue negada o contradicha fundadamente en la contestación. 


Pero la sanción prevista en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, y la indemnización por lucro cesante basada en las disposiciones de los artículos 1.193 y 1.273 del Código Civil, dependerán de que se considere demostrado el hecho ilícito del empleador, por acción u omisión, ya por vía de presunciones o por los elementos que consten en autos, en razón de lo cual, al acordar la recurrida esos conceptos en el supuesto de inexistencia de ese hecho que ella establece, aplicó indebidamente, e infringió, esas normas. Así se declara.


Se observa asimismo respecto de la indemnización por lucro cesante, que el actor demandó el pago por ese concepto de ochenta y dos millones de bolívares (Bs. 82.000.000,00), mientras que la recurrida le acuerda solamente un monto de cincuenta millones de bolívares (Bs. 50.000.000,00) que dice considerar equitativo y aceptable según el tiempo de vida que le restaría, pero sin basarse para ello en cálculo alguno; no obstante lo cual, declara a la demandada totalmente perdidosa y la condena consiguientemente en costas.

CASACIÓN SIN REENVÍO


En ejercicio de la facultad contemplada en el aparte segundo del artículo 322 del Código de Procedimiento Civil, para casar el fallo sin reenvío y poner término al litigio cuando los hechos establecidos soberanamente por el juez del fondo le permitan aplicar las adecuadas reglas de derecho.


La Sala observa:


Conforme a lo establecido por la recurrida con base en el contenido del libelo, la contestación y las pruebas, el actor resultó lesionado con incapacidad total y permanente de un 67 por ciento a consecuencia del accidente del que fue protagonista cuando conducía, en ejercicio de la actividad para la cual estaba contratado, un autobús de transporte de pasajeros propiedad de su empleadora, la compañía demandada. El accidente se ocasionó por la presencia de una gandola indebidamente estacionada, a la salida de un túnel, en la vía por la cual circulaba el autobús conducido por el actor, sin responsabilidad de su parte pues no incurrió en imprudencia, impericia o inobservancia de normas. El actor devengaba para el momento del accidente un salario mensual de  trescientos mil bolívares (Bs. 300.000,00), y también para ese momento, la empleadora no se encontraba al día en los pagos correspondientes al Seguro Social, por lo que asumió el pago de la intervención quirúrgica a que fue sometido el demandante a consecuencia de las lesiones sufridas en el accidente.


Establecidos de ese modo los hechos, corresponde aplicar las adecuadas reglas de derecho en los términos indicados en el Capítulo anterior de este fallo, de donde resultan improcedentes las indemnizaciones reclamadas por lucro cesante y por la sanción dispuesta en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo; y devienen procedentes la indemnización por daño moral con base en la responsabilidad objetiva derivada de accidente de trabajo y la indemnización, por la cantidad de dos millones ochocientos ochenta mil bolívares  (Bs. 2.880.000,00), reclamada con base en el artículo 571 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se declara.


En cuanto a la indemnización por daño moral, se observa que tanto la decisión del a-quo como la sentencia recurrida, acordaron al demandante por ese concepto la cantidad de diez millones de bolívares (Bs. 10.000.000,00), sin que ello fuese impugnado por él mediante el recurso de apelación, en virtud de lo cual debe entenderse que se conformó al respecto y corresponde en consecuencia ratificar en esta oportunidad dicho monto. Así se declara.

D E C I S I Ó N


Por las razones antes expuestas, esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1) SIN LUGAR el recurso de casación formalizado por la parte demandada. Se condena en costas al recurrente; 2) CASA DE OFICIO Y SIN REENVÍO el fallo recurrido; 3) PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda y condena a la parte demandada a pagar al demandante la cantidad de dos millones ochocientos ochenta mil bolívares (Bs. 2.880.000,00) por concepto de la indemnización contemplada en el artículo 571 de la Ley Orgánica del Trabajo y diez millones de bolívares (Bs. 10.000.000,00) por concepto de indemnización por daño moral. Se ordena la corrección monetaria de ambas indemnizaciones, la primera calculada desde la fecha de introducción de la demanda y la segunda, calculada desde la fecha de la presente decisión.


No hay condenatoria en las costas del proceso dada la naturaleza del presente fallo.


Publíquese y regístrese. Remítase el expediente a la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas a los veintiocho (28) días del mes de  julio  de dos mil cinco. Años 195° de la Independencia y 146° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

___________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

El Vicepresidente,
                                                            Magistrado y Ponente,

_____________________________                             ________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ
                         JUAN RAFAEL PERDOMO

Magistrado,




           Magistrada,

_______________________                        _________________________________

ALFONSO VALBUENA C.                        CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

La Secretaria Temporal, 

____________________________

IRIS C. RUZ DE RODRÍGUEZ

R.C.Nº  AA60-S-000713

Nota: Publiquese en su fecha
                                              La Secretaria Temporal,

